
Tal como ocurre tras cada elección,
todo Chile se enorgullece del efi-
ciente trabajo del Servel y de los ri-

tos que nos demuestran que, pese a lo vi-
rulentas que puedan ser las campañas, los
perdedores reconocen sus derrotas y
quienes logran el respaldo ciudadano ac-
túan de manera conciliadora.

Si bien el 14-D fuimos nuevamente
testigos de cómo la democracia chilena
funciona, el gobierno ha tomado una se-
rie de decisiones que empañan lo que de-
bería ser un traspaso ordenado y con espí-
ritu republicano del poder.

Todo partió incluso antes de la elec-
ción de Kast, cuando el Ejecutivo rompió
la tradición de dejar fondos de libre dispo-
sición para el gobierno entrante. Es cierto
que Chile pasa por una severa estrechez
fiscal, pero destinar 0,4% del presupuesto
para que el próximo gobierno pudiera fi-
nanciar sus prioridades no era imposible. 

Así ocurrió cuando, en plena pande-
mia, la segunda administración Piñera
dejó US$460 millones de libre disposición

al actual gobierno. Aunque como pro-
porción del gasto total esa cifra es baja,
equivale al 65% del presupuesto de Gen-
darmería y es dos veces el costo de la lici-
tación para reducir listas de espera de la
salud estatal que realizó este gobierno, lo
que da cuenta del impacto que esos re-
cursos podrían haber tenido.

Otro tipo de “ama-
rre” es la promoción in-
consulta a los partidos
políticos de la candida-
tura de la expresidenta
Bachelet a la secretaría
general de la ONU. El fu-
turo gobierno deberá pa-
gar los costos políticos,
tanto si apoya a la candi-
datura como si no lo ha-
ce, de una aventura de incierta probabili-
dad de éxito.

Tras la derrota del oficialismo, el fair
play tampoco ha estado presente. El
acuerdo del gobierno con los gremios de
funcionarios públicos, que dificulta el
ajuste de funciones y la salidade personal
que, por definición, está contratado tem-
poralmente, no hace más que entorpecer
la instalación de una nueva administra-
ción. 

Además, el acuerdo considera otros
cambios legales al personal de confian-
za que, pudiendo ser necesarios, no es
razonable discutirlos en una ley de rea-
juste ni en las postrimerías de un go-
bierno que tuvo cuatro años para haber
planteado una verdadera reforma al
empleo público.

Finalmente, la fil-
tración del nombre pro-
puesto para encabezar
la Defensoría de las Víc-
timas, institución que
recién inicia su funcio-
namiento en abril pró-
ximo, y que recaía en
una persona que traba-
jaría solo unas semanas
antes de su pre y post

natal, era impresentable. El gobierno lo
entendió así y echó pie atrás.

El Presidente Boric tiene el derecho
y el deber de gobernar hasta el último
día de su gobierno. Una vez terminado
su mandato, muchos de los problemas
que afectan al país seguirán presentes,
algunos incluso agravados durante su
administración. La Moneda haría bien
en no poner obstáculos para que el nue-
vo gobierno intente resolverlos. 

El legado no republicano de Boric
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“Una vez
terminado su
mandato, muchos
de los problemas
que afectan al país
seguirán
presentes”.
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En el debate nacional, la operación
militar para detener al Presidente
de Venezuela, Nicolás Maduro, ha

desencadenado reacciones en torno a
dos ejes: preocupación por sus implican-
cias negativas para el sistema jurídico
internacional; y satisfacción por el pre-
sunto término de un régimen considerado
antidemocrático. Pese a esta tensión, una
revisión crítica de ambas posturas debe-
ría invitarnos a superar esa aparente
contradicción.
Venezuela enfrenta una crisis política
desde hace ya varias décadas. Sin embar-
go, la reciente intervención no parece
asegurar su resolución. 
El presidente Trump ha puesto puntos
suspensivos sobre el desenlace del régi-
men chavista, transparentando su interés
por los recursos críticos del país —espe-
cialmente el petróleo— y alineando su
actuar con lo expresado en su Estrategia
de Seguridad Nacional. Más que una ope-
ración contra el narcotráfico, el movimiento
debe entenderse en clave geopolítica.
Durante las últimas décadas, China au-
mentó su presencia en la región a través
de inversiones en áreas estratégicas,
especialmente en las cadenas de valor de
la transición energética. 
La intervención sobre territorio venezola-
no puede leerse como un esfuerzo de
Estados Unidos por reforzar su posición
en América Latina, pero también como
una señal hacia el resto del mundo: en el
actual escenario internacional, el poder
sigue siendo una dimensión central.
Venezuela no sólo posee petróleo, sino
que también minerales para la transición
energética —como cobre, cobalto y
tierras raras— que resultan críticos para
los intereses de EE.UU. Este escenario
debiera ser observado con atención
desde nuestra propia región. El nuevo
auge del intervencionismo nos recuerda
los riesgos de una dependencia excesiva
respecto de cualquier potencia, más allá
de afinidades o diferencias políticas que
pueden ser transitorias.
Si bien Chile mantiene buenas relaciones
en el plano internacional, el siglo XXI
presenta riesgos ante los cuales el co-
mercio y la diplomacia no tendrán siem-
pre respuestas. Actualmente, nuestro país
no posee instrumentos para evaluar
inversiones extranjeras, ni tampoco una
política clara para promover la industriali-
zación en sectores críticos. 
Es una conversación difícil y largamente
postergada, pero también una debilidad
estructural que podría volverse más
evidente en un contexto creciente de
tensiones globales.

Venezuela crítica

Luego de lo ocurrido en Venezuela en
la madrugada del sábado han surgi-
do diversos debates. Una idea que

se ha mencionado, pero que no se ha pro-
fundizado tiene relación con el retorno de
la diáspora venezolana a su país. 

En la televisión se expuso el caso de
una pareja que, el domingo siguiente, ya
se hallaba en la frontera con planes de vol-
ver a su tierra. Ambos se encontraban en
situación migratoria irregular, lo que im-
posibilita un retorno legal y seguro. Es
probable que este escenario se repita para
muchos otros venezolanos que llegaron a
Chile buscando una vida mejor, pero con
la firme idea de regresar cuando las con-
diciones en su país de origen fueran favo-
rables para ellos.

Este eventual retorno (cuyo alcance
es incierto) dependerá —entre otros fac-
tores— de la voluntad política de las nue-
vas autoridades venezolanas para esta-
blecer medidas y disponer de los medios
que apoyen a sus nacionales en este pro-
ceso. Por su parte, países receptores como

Chile también deberán gestionar esta
ola migratoria. 

Este contexto puede significar una
oportunidad para desarrollar un Plan
de Retorno que apoye a quienes desean
volver a su tierra y hoy no pueden hacer-
lo por su situación migratoria.

Una estrategia plasmada en un Plan
de Retorno para los venezolanos debe
considerar la articula-
ción de distintos minis-
terios y servicios, ya que
excede las competencias
y capacidades del Servi-
cio Nacional de Migra-
ciones. Será necesario
diseñar una planifica-
ción que integre diferen-
tes actores y resuelva
aquellas situaciones
asociadas al retorno. 

Uno de los primeros
pasos sería el restablecimiento de rela-
ciones diplomáticas con Venezuela o
instalar una oficina con competencias
consulares, además de trabajar en la co-
ordinación con los países que confor-
men el corredor de retorno.

La ausencia de un consulado en
Chile ha impedido la atención adminis-

trativa a los migrantes venezolanos y la
gestión de documentos de identidad,
entre otros trámites, dejando a muchos
de ellos en situación irregular. 

Para que la salida de quienes han
vivido años en Chile sea adecuada, exis-
te una serie de tareas administrativas
que se deben considerar, por ejemplo,
será necesario establecer mecanismos

de validación de docu-
mentos, el levantamien-
to de necesidades de
traslado de las personas
y entregar información
clara para el retorno. 

En esto último punto
se abre la posibilidad de
trabajar en coordinación
con organizaciones de la
sociedad civil compuesta
por migrantes o que tra-
bajan con ellos, a fin de

colaborar en la entrega de información
correcta y asesoría jurídica adecuada.

Esta coyuntura representa una
oportunidad en materia migratoria para
generar una estrategia que apoye a
quienes quieren dejar Chile y así pue-
dan ejercer el legítimo derecho de retor-
nar a su país de origen.

Plan de retorno
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“Para que la salida
de quienes han
vivido años en
Chile sea adecuada
existe una serie de
tareas
administrativas
que se deben
considerar”.
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